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Orígenes  de  la  Actual  Revolución  de  Honduras 

Exposición  dirigida  a  los  Gobiernos  de  los  Estados  Unidos  de  Norte 
América,  de  Guatemala,  de  El  Salvador,  de  Nicaragua  y  de  Costa 
Rica,  garantes  jjel  Pacto  de  Amapala: 

Roto  el  orden  constitucional  en  la  República  de  Honduras, 
como  consecuencia  inmediata  y  obligada  del  movimiento  sedi¬ 
cioso,  que  promovió  en  Enero  último  el  General  Tiburcio  Carias, 
la  guerra  se  generalizó  en  todo  el  País,  siendo  preciso  para  poner 
término  a  ella,  la  mediación  amistosa  y  eminentemente  altruista 
de  los  Gobiernos  que  suscribieron  el  Pacto  que  a  continuación 
insertamos  y  que  literalmente  dice: 

“En  la  Ciudad  de  Amapala,  República  de  Honduras,  a  las 
once  horas  del  día  tres  de  Mayo  de  mil  novecientos  veinti¬ 
cuatro.  —  Tomando  en  consideración  las  instrucciones  de  los 
Honorables  Señores  Summer  Welles,  Representante  personal 
del  Excelentísimo  Señor  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de 
América;  Licenciado  don  Mariano  Cruz,  Delegado  por  la  Repú¬ 
blica  de  Guatemala;  Doctor  don  Francisco  Martínez  Suárez, 
Delegado  por  la  República  de  El  Salvador;  Ingeniero  don  J. 
Andrés  Urtecho,  Delegado  por  la  República  de  Nicaragua;  y 
el  Licenciado  don  Pedro  P.  Zeledón,  Delegado  por  la  República 
de  Costa  Rica;  cuyos  poderes  fueron  examinados  y  encontrados 
en  debida  forma,  con  el  fin  de  restablecer  y  consolidar  perma¬ 
nentemente  la  paz  en  la  República  de  Honduras;  los  infrascritos 
Delegados  del  Consejo  de  Ministros,  señores  Licenciados  don 
Alberto  A.  Rodríguez  y  don  Roque  J.  López;  de  los  Jefes  de  la 
revolución,  señores  Licenciados  don  Salvador  Aguirre  y  don 
Francisco  López  Padilla,  con  plenos  poderes  y  previas  las  deli¬ 
beraciones  del  caso,  han  convenido  en  celebrar  el  siguiente 
Pacto  Definitivo: 

“Artículo  i° — Se  declara  electo  Presidente  Provisional  de 
la  República,  al  General  don  Vicente  Tosta  C. — El  Presidente 
Provisional,  tomará  inmediatamente  posesión  *de  su  cargo  y 
durará  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  hasta  la  fecha  que  fije  la 
Asamblea  Nacional  Constituyente,  para  la  toma  de  posesión  del 
Presidente  Constitucional  electo.  La  persona  que  ejerza  la 
Presidencia  Provisional,  no  podrá  en  ningún  caso  ser  candidato 
a  la  Presidencia  Constitucional  de  la  República  en  el  próximo 
período. 

“Artículo  2? — En  caso  de  falta  absoluta  o  temporal  del 
Presidente  Provisional,  ejercerá  el  Poder  Ejecutivo  el  Consejo 
de  Ministros,  hasta  que  se  reúna  la  Asamblea  Nacional  Cons¬ 
tituyente.  Las  decisiones  del  Consejo,  serán  tomadas  por 
mayoría  de  votos. 


“Artículo  3? — El  Presidente  Provisional  quedará  obligado  a 
convocar  a  elecciones  para  una  Asamblea  Nacional  Constitu¬ 
yente,  treinta  días  después  de  haber  tomado  posesión  de  la 
Presidencia.  El  decreto  de  convocatoria  para  elecciones  de 
Diputados  a  la  Constituyente,  fijará  un  término  de  treinta  días, 
para  que  éstas  se  practiquen;  y  la  Asamblea  Constituyente  se 
instalará  treinta  días  después  de  la'elección. 

“Artículo  4?  —  Los  Ministros  del  Gobierno  Provisional, 
serán  escogidos  libremente  por  el  Presidente  Provisional.  Cada 
Ministro  tendrá  bajo  su  control  el  nombramiento  de  los  em¬ 
pleados  del  Ramo  correspondiente,  sujetos  solamente  a  la  apro¬ 
bación  del  Presidente  Provisional.  En  la  designación  de  los 
miembros  del  Gabinete  y  en  los  nombramientos  que  se  bagan 
en  cada  Ramo  de  la  Administración  Pública,  se  concederá 
representación  equitativa  a  todas  las  fracciones  políticas  de  la 
República,  tomando  siempre  como  base  esencial,  la  honradez  y 
aptitudes  de  las  personas  en  quienes  deban  recaer  los  nombra¬ 
mientos.  En  caso  de  que  vaque  un  miembro  del  Gabinete 
Provisional,  el  Presidente  Provisional  deberá  llenar  la  vacante, 
con  una  persona  que  pertenezca  a  la  misma  filiación  política  a 
la  cual  pertenecía  el  antecesor. 

“Artículo  5? — El  Presidente  Provisional  queda  facultado 
para  nombrar  los  Magistrad»s  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 
La  duración  de  los  Magistrados  nombrados  por  el  Presidente 
Provisional,  será  por  el  tiempo  que  éste  ejerza  sus  funciones, 
en  el  cual  concluirán  los  funcionarios  de  nombramiento  de  la 
Corte  Provisional. 

“Artículo  6° — El  Presidente  Provisional  y  demás  funcio¬ 
narios  de  la  Administración  Pública,  lo  mismo  que  el  Poder 
Judicial,  ejercerán  sus  funciones  de  conformidad  con  las  leyes 
vigentes  de  la  República. 

“Artículo  7? — La  elección  del  Presidente  Constitucional,  se 
hará  en  todo  caso  por  voto  popular.  El  Presidente  Provisional 
garantizará  a  todos  los  ciudadanos,  sin  distinción  de  colores 
políticos,  la  mÉte  absoluta  libertad  en  las  elecciones  populares 
de  Presidente  de  la  República  para  el  próximo  período,  que  se 
practicarán  conforme  a  la  nueva  Constitución  que  se  emita. 

“Artículo  89 — El  Presidente  Provisional,' inmediatamente 
que  tome  posesión  de  la  Presidencia  de  la  República,  emitirá 
un  decreto  de  amnistía  para  todos  los  delitos  políticos,  militares 
y  comunes  conexos  con  los  políticos  cometidos  hasta  la  fecha. 

“Artículo  9? — El  Gobierno  Provisional  acepta  la  responsa¬ 
bilidad  de  los  actos  cometidos  por  la  revolución,  la  Dictadura 
y  el  Consejo  de  Ministros,  siempre  que  no  sean  lesivos  a  los 
intereses  vitales  del  País,  cuyo  carácter  lo  declarará  la  Asamblea 
Legislativa  correspondiente. 
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“Articulo  io. — El  Presidente  Provisional  organizará  las 
Juntas  Departamentales  de  reconocimientos  de  pérdidas,  a 
efecto  de  que  los  perjudicados  por  la  revolución,  puedan  hacer 
las  debidas  reclamaciones  conforme  a  la  ley  correspondiente. 

“Articulo  ix.  —  El  Presidente  Provisional  dará  garantía 
eficaz  de  seguridad  personal  y  de  sus  bienes  para  todos  los 
Jefes  Militares,  Oficialidad  y  Tropa  que  hayan  permanecido  al 
servicio  de  la  Dictadura  y  del  Consejo  de  Ministros,  lo  mismo 
que  para  los  de  la  revolución. 

“Artículo  12.  —  Inmediatamente  después  que  el  Presi¬ 
dente  Provisional  entre  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
asumirá  el  mando  de  los  ejércitos  de  la  Dictadura  y  de  la 
revolución.  El  mismo  Presidente  determinará  la  forma  en  que 
se  deba  liquidar  al  ejército,  operación  que  se  practicará  dentro 
del  menor  término  posible.  Las  fuerzas  militares  de  ambas 
partes  que  hubiesen  quedado  en  Tegucigalpa  o  en  otras  partes, 
permanecerán  bajo  el  mando  de  sus  respectivos  Jefes  hasta  que 
sean  debidamente  liquidadas. 

“Articulo  13. — Él  presente  Convenio  Definitivo  será  firma¬ 
do  por  el  Hon.  Señor  Representante  personal  del  Excelentísimo 
Señor  Presidente  de  los  Estados  Unidos  y  por  todos  los  Hono¬ 
rables  Señores  Delegados  de  las  Repúblicas  Centroamericanas, 
cuyas  firmas  serán  consideradas  por^mbas  partes  como  garantía 
moral  de  su  cumplimiento. 

(f.)  Alberto  A.  Rodríguez.— (f.)  R.  J.  López.— (f.)  Sal¬ 
vador  Aguirre.— (f.)  Francisco  López  Padilla.— (f.)  Wit- 
NESSED  BY  SUMMER  WELLES.— (f.)  MARIANO  CRUZ.— (f.)  F. 
Martínez  Suárez.  —  (f)  J.  A.  Urtecho.  —  (f)  P.  Pérez 
Zeledón.” 

.  * 

*  * 

Como  se  puede  ver  en  el  Art.  13  del  Pacto  que  hemos  copia¬ 
do,  los  Gobiernos  de  Estados  Unidos  y  Centroamericanos,  se 
comprometieron  por  medio  de  sus  respectivos  Representantes  a 
garantizar  moralmente  su  efectividad,  y  es  por  *se  motivo  que 
el  pueblo  hondurefio  confia  en  que,  respetuosos  a  su  honorabili¬ 
dad,  los  Gobiernos  signatarios  del  Pacto  deben  convenir  en  que, 
el  instrumento  de  referencia  ha  quedado  sin  fuerza  obligatoria 
alguna,  por  haberlo  violado  la  Dictadura  que  encabeza  el  Gene¬ 
ral  Vicente  Tosta  C.,  de  acuerdo  con  el  mérito  de  las  razones 
que  a  continuación  se  exponen: 

1? — El  Art.  4°  del  documento  a  que  nos  venimos  refiriendo, 
establece:  que  el  Presidente  Provisional,  “en  la  designación  de 
los  miembros  del  Gabinete  y  en  los  nombramientos  en  cada 
Ramo  de  la  Administración  Pública,  concederá  representación 
equitativa  a  todas  las  fracciones  políticas  de  la  República, 
tomando  siempre  como  base  esencial  la  honradez  y  aptitudes 


de  las  personas  en  quienes  deban  recaer  ios  nombramientos.” 
Inaugurado  el  Gobierno  del  General  Vicente  Tosta,  el  personal 
administrativo,  casi  en  su  totalidad,  se  integró  con  elementos 
pertenecientes  a  una  de  las  fracciones,  la  que  hizo  la  postulación 
y  el  movimiento  revolucionario  a  favor  del  Gral.  Tiburcio  Cadas. 
El  Gabinete,  de  acuerdo  con  la  Con|titución  de  la  República  que 
implícitamente  se  dió  por  válida,  consta  de  seis  Secretarlas  de 
Estado;  y  para  el  Gobierno  del  País,  según  la  misma  Car¬ 
ta  establece,  hay  diecisiete  Gobernaciones  Departamentales, 
veintitrés  Comandancias  de  Armas  e  igual  número  de  Ad¬ 
ministraciones  de  Rentas  y  Aduanas  con  sus  dependencias 
y  mayor  número  de  Comandancias  de  Distrito,  Cantón  y  Aldea, 
Juzgados,  etc.,  etc. 

Para  la  distribución  equitativa  de  estos  empleos,  entre 
miembros  honrados  y  capaces  de  las  distintas  fracciones 
políticas,  hubiera  sido  indispensable  una  división  por  terceras 
partes  de  los  puestos  oficiales  que  dejamos  mencionados,  y  lo 
que  se  hizo,  con  violación  evidente  del  Art.  4?  a  que  nos 
refeiimos,  fué  encomendar  tales  empleos  dando  la  preferencia 
a  partidarios  del  General  Tiburcio  Carias,  sin  consultar  en 
manera  alguna  su  idoneidad,  conforme  había  sido  pactado. 
En  el  Gabinete  figuraron  desde  el  primer  momento  como 
Ministros  de  Relaciones  Exteriores,  de  Gobernación,  de  Ha¬ 
cienda  y  de  Fomento,  los  señores  Paulino  Valladares,  Tiburcio 
Carias,  Silvexio  Laínez  y  José  Blas  Henríquez,  todos  adictos 
al  caudillo  revolucionario  conservador  (General  Carias),  y  los 
Ministerios  de  Guerra  y  de  Instrucción  Pública  se  encargaron 
a  los  señores  General  Gregorio  Ferrera  y  Doctor  Federico  A. 
Smith,  en  concepto  de  caudillo  revolucionario  el  primero,  sin 
atingencias  actuales  con  ninguno  de  los  partidos  políticos  y 
como  recompensa  a  sus  esfuerzos  por  el  triunfo  de  la  revolución; 
y  el  segundo  como  partidario  del  candidato  Doctor  Policarpo 
Bonilla,  haciendo  prescindencia  absoluta  de  la  fracción  política 
que  sostenía  al  Gobierno  del  Consejo  de  Ministros  y  que  fué 
una  de  las  pa^es  que  intervinieron  en  la  celebración  del  Pacto 
de  Amapala. 

Como  se  ve  pues,  el  Gabinete,  en  su  mayoría,  violando  el 
mencionado  Art.  40,  sintetizó  desde  el  prime?  instante  la  hege¬ 
monía  de  los  conservadores  y  posteriormente  el  Gabinete,  con 
la  renuncia  del  General  Ferrera  en  su  carácter  de  Ministro  de 
la  Guerra  y  con  la  designación  del  General  Andrés  Leiva  para 
sustituirlo,  perteneciente  a  dicha  agrupación  política,  ha  queda¬ 
do  prácticamente  en  poder  del  conservatismo. 

Por  lo  que  hace  a  las  Comandancias,  Gobernaciones,  Admi¬ 
nistraciones  de  Rentas  y  Aduanas,  representación  diplomática  y 
consular  etc.,  etc.,  la  equidad  estipulada  en  el  Pacto,  fué  omitida 
de  manera  radical,  pues  todos  los  nombrados  por  el  Presidente 
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Tosta  pertenecen  al  grupo  conservador  que  postuló  la  candi¬ 
datura  del  Gral.  Tiburcio  Carias  y  se  levantó  en  armas  contra 
un  Gobierno  legalmente  constituido,  para  llevarlo  al  Poder. 
Acerca  de  la  honradez  y  competencia  establecida  en  el  mismo 
Pacto,  como  condición  indispensable  para  al  desempeño  de  los 
puestos  públicos,  hay  que  decir  que  no  fué  tomada  en  cuenta, 
desde  luego  que  un  respetable  porcentaje  de  los  funcionarios 
nombrados  por  el  Gobierno  Provisional,  son  responsables  de 
delitos  comunes  y  constituyen  al  mismo  tiempo  una  amenaza 
para  la  sociedad.  Podemos  citar  entre  otros,  al  Sr.  Carlos 
Izaguirre  V.,  Gobernador  y  Comandante  del  Departamento 
de  Cortés,  autor  de  homicidio  en  la  ciudad  de  Choluteca,  según 
proceso  que  se  hizo  llegar  al  Congreso  ordinario  de  este  año, 
con  motivo  de  discutirse  su  condición  de  Diputado  y  quien 
llegó  a  la  Comandancia  y  Gobernación,  por  ser  hermano  político 
del  Presidente  Provisional  Tosta;  al  Coronel  Lino  Zúfiiga,  jefe 
militar  en  la  Costa  Norte,  autor  de  un  asesinato  cometido  en 
Tegucigalpa  el  afio  de  1914,  en  funciones  de  Director  de  Policía, 
en  la  persona  del  Coronel  Juan  Sánchez  y  de  otros  delitos  de 
sangre  en  la  población  de  Cedros,  que  quedaron  impunes  por 
tratarse  de  personas  humildes  y  del  apoyo  que  Zúfiiga  disfru¬ 
taba  de  parte  del  ex-Presidente  Francisco  Bertrand;  al  señor 
Elias  Cáceres  Arce,  Mayor  de  Plaza  de  Tegucigalpa  primero  y 
posteriormente  Comandante  y  Gobernador  del  mismo  Depar¬ 
tamento  y  del  de  Comayagua,  autor  del  asesinato  del  General 
Benjamín  Hidalgo,  salvadoreño,  en  Minas  de  Oro;  al  señor 
Filiberto  Díaz  Zelaya,  autor  o  cobertor  de  más  de  doscientos 
asesinatos  en  personas  pacificas  de  los  Departamentos  de  Atlán- 
tida  y  Colón,  según  pueden  atestiguar  los  Cónsules  Americanos 
de  los  puertos  de  La  Ceiba  y  Trujillo  y  quien  ha  desempeñado 
las  Comandancias  y  Gobernaciones  de  los  citados  Departamen¬ 
tos,  siendo  últimamente  militar  con  mando  de  tropas  en  la  Costa 
Norte  déla  República.  Entre  las  víctimas  inmoladas  po«-  Díaz 
Zelaya,  figuran  las  personas  siguientes:  Manuel  Feliw,Telémaco 
Peralta,  Felicito  Herrera,  Calixto  Rivera,  Felipe  Chávez,  Carlos, 
Ramón  y  Gabino  Garay,  Ernesto  Acosta,  Sabas  y  Manuel  Cruz, 
Pedro  Ruiz,  Juan  Ulloa,  Herculano  Serrano,  Gonzalo  Nájera, 
José  Martínez,  cuatro  señoras  y  tres  niños;  y  un  Juez  honrado 
que  en  cumplimiento  de  su  deber,  se  atrevió  a  instruir  las  corres¬ 
pondientes  averiguaciones  sobre  algunos  de  estos  crímenes  en' 
la  Ciudad  de  La  Ceiba,  ha  tenido  que  huir  de  las  amenazas 
carlistas,  encontrándose  en  esta  Capital,  después  de  haber 
extraído  e  identificado  ocho  cadáveres  de  una  sola  fosa  y  dieci¬ 
nueve  de  otra,  todos  como  se  ha  dicho,  cruelmente  inmolados 
por  el  repetido  Díaz  Zelaya;  al  señor  Federico  Ordófiez  P., 
Comandante  y  Gobernador  de  Colón  y  Atlántida  a  quien  la 
vindicta  pública  le  acusa  de  haber  expulsado  del  País  a  gran 
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número  de  nicaragüenses  que  en  busca  de  trabajo  llegaron  a 
radicarse  al  Departamento  de  Colón:  muchos  de  ellos  sufrieron 
vejámenes  de  toda  especie  antes  de  su  expulsión,  habiéndo¬ 
seles  dado  muerte  a  no  pocos,  entre  los  cuales  podemos  citar  a 
Benjamín  Escobar,  Sabas  Solórzano,  José  E.  Silva  y  Alfonso 
Jiménez;  advirtiendo  que  el  mismo  señor  Ordóüez  P.,  bajo  el 
Gobierno  de  Manuel  Bonilla  y  Francisco  Bertrand,  en  1913  y 
años  posteriores,  siendo  Comandante  y  Gobernador  del  Depar¬ 
tamento  de  Comayagua,  cometió  actos  salvajes  contra  varios 
ciudadanos,  entre  otros,  la  tortura  de  que  hizo  víctima  al 
anciano  Salomé  Discua,  a  quien  colgó  de  los  pulgares  dentro 
de  la  cárcel  y  puso  fuego  en  los  pies  para  arrancarle  declaración 
sobre  hechos,  tal  vez  imaginarios  que  se  proponía  averiguar,  y 
tormentos  aplicados  a  Teodosio  Aguirre  a  quien  quitó  la  piel 
de  los  pies  e  introdujo  cuñas  de  madera  entre  el  pulpejo  y  las 
uñas,  haciéndolo  ahorcar  finalmente  en  la  misma  cárcel  de 
Comayagua;  al  señor  Mariano  Bertrand  Anduray,  Director 
General  de  la  Policía,  quien  bajo  el  Gobierno  del  doctor  Ber¬ 
trand,  en  el  año  de  1919,  desempeñando  funciones  de  Coman¬ 
dante  y  Gobernador  del  Departamento  de  Valle,  cometió 
escandalosos  robos  contra  el  comerciante  don  Santos  Soto  y 
ultrajes  en  el  hogar  de  las  familias  Reyes  y  Anariba,  de  hono¬ 
rable  reputación;  y  delitos  contra  la  propiedad  y  la  vida  en  la 
población  de  Siguatepequtf,  bajo  el  Gobierno  del  General 
López  Gutiérrez  y  ultrajes  de  palabra  y  palos  en  la  persona  del 
Doctor  Mariano  Vásquez,  ex-Ministro  de  Relaciones  Exteriores, 
en  la  ciudad  de  La  Paz  y  en  oportunidad  de  la  revolución  del 
"Gral.  Tiburcio  Carias;  al  Lie.  Jesús  María  Rodríguez,  actual 
Secretario  Privado  del  Dictador  Vicente  Tosta,  quien  en  Abril 
del  año  en  curso,  siendo  Gobernador  y  Comandante  de  Copán 
asesinó  a  diecinueve  ciudadanos,  entre  ellos  a  los  Coroneles 
Samuel  Ochoa,  Ramón  Hernández,  Alfonso  Aguilar,  Miguel 
Angel  López  y  M.  Funes;  al  señor  José  León  Castro,  Jefe 
militar  con  mando  de  tropas  y  Comandante  y  Gobernador  del 
Departamento  de  Gracias,  autor  de  los  asesinatos  del  General 
Romualdo  Figneroa,  anciano  de  ochentá  años,  Coronel  Olayo 
Bográn  y  de  un  considerable  número  de  ciudadanos  más,  libe¬ 
rales  pacíficos,  cuyos  nombres  no  podemos  citar  por  el 
momento;  a  Fausto  Dávila,  actual  Ministro  de.  Honduras  en 
Washington,  quien  de  acuerdo  con  el  pacto  celebrado  en  Tiloar- 
que,  frente  a  Tegucigalpa,  en  Abril  de  este  año,  se  declaró 
Presidente  de  la  República  en  San  Pedro  Sula,  y  ordenó,  según 
consta  en  documentos,  la  expulsión  en  masa  de  gran  número 
de  nicaragüenses  residentes  en  la  Costa  Norte  y  el  ultraje  por 
medio  de  esbirros  a  varios  hondureños  desafectos  a  su  régimen 
fugaz,  lo  mismo  que  contribuciones  forzosas,  bajo  amenaza  de 
muerte,  prisión  y  palos,  a  comerciantes,  propietarios  y  hasta  a 


peones  y  ciudadanos  extranjeros,  como  pueden  atestiguarlo,  el 
Lie.  Alberto  Paz  Paredes,  donjuán  F.  Carias,  don  Porfirio  Betan- 
court,  Cónsul  de  Guatemala  en  Punta  Gorda,  Dres.  Escolástico 
Lara  y  Fernando  R.  Muñoz,  General  José  Dolores  Portocarrero, 
Lie.  Ismael  Velásquez,  Dr.  Salvador  Lejarza,  don  Abraham 
Moissés  y  una  pobre  señora  viuda  de  un  extranjero  apellidado 
Gohel;  al  señor  Inocente  Triminio,  Comandante  y  Gobernador 
del  Departamento  de  El  Paraíso,  responsable  por  el  asesinato 
de  dos  ciudadanos,  vecinos  de  la  ciudad  de  Cedros,  Departa¬ 
mento  de  Tegucigalpa;  al  señor  Froilán  Aparicio,  actual 
Gobernador  y  Comandante  de  Colón,  autor  del  incendio  del 
cuartel  de  La  Ceiba,  el  año  de  1917,  en  donde  perecieron  cerca 
de  doscientas  personas,  entre  reos,  arrestados  y  soldados;  al 
señor  Eduardo  Rosales,  actual  Comandante  del  puerto  de  Tela, 
tenido  en  el  concepto  público  como  coautor  en  delitos  de  con¬ 
trabando  y  defraudación  fiscal  en  años  anteriores;  al  señor  Justo 
Abarca  R.,  Admor.  de  la  Aduana  de  Amapala,  quien  dió  muerte 
al  honrado  ciudadano  Ricardo  Dubón  en  dicho  puerto;  al  señor 
Vicente  Alemán,  actual  Administrador  de  la  Aduana  de  Puerto 
Cortés,  autor  de  malversación  de  caudales  públicos  en  su  condi¬ 
ción  de  Receptor  de  Rentas  en  la  ciudad  de  La  Ceiba;  a  José 
Agüero,  Encargado  de  Negocios  de  Honduras  en  Nicaragua, 
responsable  de  la  muerte  de  Luis  Somarriba  y  Carlos  A.  Teller, 
ciudadano  norteamericano,  hechas  ocurridos  en  Noviembre 
de  1911;  al  señor  Jacobo  P.  Munguía,  Diputado  por  el  Depar¬ 
tamento  de  Atlántida,  agitador  huelguista  en  dicho  lugar 
autor  de  homicidios  y  atentados  contra  la  autoridad  en  La 
Ceiba;  y  tantos  otros  delincuentes  del  orden  común  que 
figuran  en  el  Gobierno  dictatorial  del  señor  Tosta  o  como 
leaders  del  cariismo,  cuyos  nombres  y  delitos  omitimos  por 
hoy,  ya  que  ausentes  del  suelo  patrio,  no  hemos  podido 
obtener  la  documentación  necesaria  y  no  queremos  aventurar 
cargos  que  pudieran  resultar  inexactos  o  exagerados.  Por  tal 
razón,  nos  limitaremos  a  agregar  ligeramente  los  bárbaros 
asesinatos  cometidos  por  agentes  de  la  dictadura  de  Vicente 
Tosta,  en  los  señores  Licenciado  Constantino  Suazo  y  Coronel 
Salvador  Marin,  cuyos  cadáveres  fueron  convertidos  en  infor¬ 
mes  masas  de  carne  y  menudos  fragmentos  de  huesos,  por  la 
sed  de  sangre  ®y  de  venganza  de  sus  autores,  quienes  como 
todos  los  criminales  que  militan  en  las  filas  cariistas,  pasean 
impunemente  sus  delitos,  amparados  con  la  divisa  que  simboliza 
su  partido  político. 

2?— El  Art.  6?  del  Pacto,  imponía  al  Presidente  Tosta  y  a 
los  demás  funcionarios  públicos  la  obligación  de  “ejercer  sus  fun¬ 
ciones  conforme  las  leyes  vigentes  en  la  República.  Desde  el 
10  de  Marzo  de  este  año  habíanse  puesto  en  vigencia  la  Consti¬ 
tución  y  las  leyes  secundarias,  y  esa  Constitución  y  esas  leyes 
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vigentes  el  día  en  que  se  firmó  el  Pacto,  prohibían  terminante¬ 
mente  la  pena  de  muerte  y  el  tormento  en  cualquiera  forma,  y 
sin  embargo  no  ha  habido  crueldad  a  que  no  se  haya  sometido 
a  los  ciudadanos  de  contraria  filiación  política,  por  las  Autorida¬ 
des  Dictatoriales  de  Tosta  y  de  Carias.  Además,  el  Presidente 
Tosta  asumió  todos  los  Poderes  del  Estado  o  sea  la  Dictadura 
que  tanto  parecía  adversar  como  revolucionario,  atentando  así 
contra  las  leyes  indicadas  que  se  obligó  a  cumplir  y  contra  el 
Pacto  que  le  dió  vida  a  su  Gobierno,  y  burlando  la  buena  fe  de 
las  Altas  Partes  mediadoras.  Como  consecuencia  de  la  procla¬ 
mación  de  esta  Dictadura,  traducida  en  hechos  punibles,  todos 
los  derechos  y  garantías  de  los  ciudadanos  han  sido  vulnerados; 
y  en  esta  situación  de  hecho  en  que  se  colocó  el  Gobierno  del 
General  Tosta,  sin  leyes  a  que  obedecer,  quedó  suprimida  en 
primer  término  la  libertad  de  la  prensa,  que  sólo  se  otorgó  como 
un  privilegio  a  los  elementos  del  Gobierno,  para  hacer  campaña 
política  en  favor  del  mismo  y  del  Partido  Nacional  imperante 
con  el  propósito  de  auspiciar  las  aspiraciones  presidenciales  del 
señor  Tiburcio  Carias  y  de  escarnecer  a  los  que  de  alguna 
manera  cooperaron  en  el  Gobierno  del  General  López  Gutiérrez 
y  del  Consejo  de  Ministros.  Hay  que  hacer  constar  que  la 
prensa  Gobiernista  a  que  nos  referimos,  con  la  autorización  de 
los  señores  Tosta  y  Carias,  pyso  primordial  empeño  en  provocar 
dificultades  en  el  interior,  haciendo  ataques  constantes  y  calum¬ 
niosos  contra  el  Ministro  de  la  Guerra  General  Gregorio 
Ferrera  y  sus  amigos;  y  en  el  Exterior,  hostilizando  a  los 
Gobiernos  de  Estados  Unidos,  Guatemala  y  El  Salvador,  en 
artículos  violentos,  con  propósitos  que  no  se  explican,  desde 
luego  que  la  Dictadura  fué  creada,  indirectamente,  por  la 
cooperación  honorable  de  los  mencionados  Gobiernos. 

Por  otra  parte,  el  Ministro  de  Gobernación,  General  Ti¬ 
burcio  Carias,  suplantando  hechos  de  legitimidad  indiscutible 
y  con  el  fin  de  preparar  el  éxito  de  sus  aspiraciones  políticas 
presidenciales,  con  flagrante  inobservancia  de  las  leyes  a  que 
se  ha  hecho  alusión  y  que  el  Gobierno  estaba  comprometido  a 
cumplir  por  mandato  del  Pacto  de  Amapala,  sustituyó  el 
personal  de  las  Municipalidades  electo  popularmente  de  confor¬ 
midad  con  las  referidas  leyes,  colocando  arbitrariamente  en  su 
lugar  a  individuos  adictos  al  partido  conservador,  los  cuales 
hicieron  nugatoria  la  libertad  electoral  en  los  comicios  para 
Diputados  a  la  Asamblea  Constituyente,  prevista  en  el  Pacto, 
y  han  estado  ejerciendo  presión  en  el  sentido  de  favorecer  la 
candidatura  Presidencial  del  señor  Carias,  contra  lo  establecido 
en  el  Art.  2?  de  los  Pactos  suscritos  en  Washington  el  7  de 
Febrero  de  1923,  por  Plenipotenciarios  de  Centro  América  y 
bajo  los  auspicios  del  Gobierno  Americano,  en  los  cuales  se 
estatuye  que  no  serán  reconocidos  los  Gobiernos  que  surjan  de 


revolución  o  de  golpe  de  estado.  Véase  la  actitud  del  cariismo 
en  los  periódicos  “Reconciliación,”  de  Tegucigalpa;  “Diario  del 
Norte,”  de  La  Ceiba;  “El  Norte,”  de  San  Pedro  Sula;  “La  Van¬ 
guardia,”  de  Comayagua;  “La  Tribuna,”  de  La  Ceiba;  periódico 
este  último  que  parece  fundado  expresamente  para  insultar  al 
General  Ferrera,  aun  siendo  éste  Ministro  de  la  Guerra.  Con¬ 
viene  hacer  notar  que  el  General  Carias  y  los  leaders  de  su 
partido  enviaron  delegaciones  especiales  a  todos  los  pueblos  de 
la  República  a  fin  de  que  éstos  se  pronunciaran  contra  la 
resolución  Americana  de  no  reconocer  como  Presidente  de 
Honduras  a  ninguno  de  los  que  figuraron  como  jefes  de  la 
revolución  que  terminó  con  el  Pacto  de  Amapala,  proceder  que 
ha  incitado  al  cariismo  a  la  ejecución  de  nuevos  crímenes 
contra  los  inermes  elementos  liberales. 

39— Según  el  Art.  8?  del  Pacto  relacionado,  el  Presidente 
Provisional  señor  Tosta  contrajo  la  obligación  de  emitir  un 
decreto  de  amnistía  para  todos  los  delitos  políticos,  militares  y 
conexos,  cometidos  hasta  la  fecha  del  Pacto;  pero  las  autorida¬ 
des  de  la  Capital  y  de  las  demás  poblaciones  de  la  República, 
no  le  dieron  el  debido  cumplimiento,  como  se  demuestra  con 
los  crímenes  cometidos  por  Filiberto  Díaz  Zelaya,  Comandante 
y  Gobernador  de  Atlántida  y  Colón;  por  Federico  Ordófiez  P., 
Comandante  y  Gobernador  de  este  último  Departamento;  por 
el  Comandante  de  Valle  Leoncio  Rivera;  por  el  Licdo.  Jesús 
María  Rodríguez,  Comandante  del  Departamento  de  Copán; 
por  José  León  Castro,  Gobernador  y  Comandante  de  Gracias; 
y  en  general  por  todos  los  servidores  de  la  Dictadura  acttlal, 
quienes  se  dedicaron  desde  el  momento  en  que  se  hicieron 
cargo  de  sus  empleos,  a  ejercer  toda  clase  de  venganzas  polí¬ 
ticas  y  personales,  conducta  que  han  continuado,  hasta  la  fecha 
de  esta  exposición,  o  durante  el  tiempo  que  tuvieron  a  si¿ 
cargo  sus  respectivos  destinos.  Además,  las  persecuciones 
contra  los  que  de  un  modo  u  otro  tomaron  parte  en  el 
Gobierno  del  General  López  Gutiérrez  y  del  Consejo  de  Minis¬ 
tros,  que  le  sucedió  en  Marzo  de  este  año,  han,sido  sistemáticas, 
y  cabe  citar  a  propósito  de  esta  afirmación  a  los  señores  Dr. 
José  María  Ochoa  Velásquez,  ex-Vicepresidente  de  la  República, 
y  ex-Ministro*  de  Gobernación  y  Hacienda;  Dr.  Angel  Zúfliga 
Huete,  ex-Ministro  de  Gobernación  y  Justicia;  Dr.  Francisco 
Bueso,  ex-Ministro  del  mismo  ramo  y  de  Relaciones  Exteriores; 
Dr.  Antonio  R.  Reina,  ex-Vicepresidente  del  Congreso  Nacional 
y  ex-Magistrado  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  tantos  otros 
prominentes  ciudadanos  que  se  han  visto  forzados  a  emigrar  o 
a  ocultarse,  para  no  ser  víctimas  de  la  Dictadura  del  General 
Tosta.  Aparte  de  los  vejámenes  a  que  nos  referimos,  debemos 
citar  las  innumerables  prisiones  llevadas  a  cabo  con  lujo  de 
crueldad,  efectuadas  en  las  cárceles  Departamentales,  en  la 
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Penitenciaría  de  Tegucigalpa  y  en  el  Castillo  de  Omoa.  Todos 
esos  lugares  han  sido  convertidos  en  centros  de  martirio  para 
pacíficos  ciudadanos,  que  no  han  cometido  otro  delito  que  el  de 
no  simpatizar  con  la  Dictadura  del  General  Tosta,  ni  con  los 
procedimientos  inhumanos  de  sus  corifeos. 

4? — El  Art.  ii  del  Pacto  establece  que  el  Presidente 
Provisional  de  la  República,  dará  garantía  de  seguridad  perso¬ 
nal  y  de  sus  bienes  a  los  Jefes  Militares,  Oficialidad  y  tropa 
que  estuvieron  al  servicio  del  gobierno  de  facto  del  General 
López  Gutiérrez  y  del  Consejo  de  Ministros;  y  sistemáticamente 
los  Jefes  Militares  han  sido  hostilizados  por  la  actual  Dictadura 
de  Tosta,  al  extremo  de  que  se  han  visto  obligados  a  salir  del 
País  para  librarse  de  la  muerte  o  de  la  cárcel  unos,  y  otros,  a 
enajenar  sus  bienes  para  responder  a  las  contribuciones  for¬ 
zosas  impuestas  por  los  dictatoriales  tostistas,  como  castigo  a 
su  adhesión  al  Gobierno  de  López  Gutiérrez  y  del  Consejo  de 
Ministro:!.  En  materia  de  Garantías  debe  reconocerse,  que 
desde  la  llegada  del  cariísmo  al  Poder,  la  sociedad  hondureña 
no  ha  disfrutado  de  ninguna;  y  que,  contra  los  frecuentes 
atentados  a  la  vida  y  á  la  propiedad  de  los  ciudadanos,  no  ha 
habido  un  solo  Tribunal  que  se  encargue  de  investigarlos,  ni 
mucho  menos  de  imponer  a  los  culpables  la  sanción  corres¬ 
pondiente.  • 

5? — Conforme  al  Art.  12  del  Pacto  aludido,  eí  Presidente 
Provisional  asumió  el  mando  de  las  tropas  del  Consejo  de 
Ministros  y  de  la  revolución;  y  el  Presidente,  además,  deter¬ 
minaría  la  forma  en  que  debían  liquidarse  las  fuerzas  militares 
de  ambas  partes,  cualquiera  que  fuese  el  lugar  donde  estuvieren 
situadas,  debiendo  tales  fuerzas  continuar  bajo  el  mando  de  sus 
respectivos  Jefes,  hasta  su  completa  liquidación.  Pero  sucedió 
que  el  Presidente  Tosta,  violando  lo  estatuido  al  respecto  en 
aquel  documento,  mandó  fuerzas  a  atacar  una  pequeña  columna 
que  estuvo  al  servicio  del  Consejo  de  Ministros  y  que  al  mando 
del  General  Adolfo  Moreno  esperaba  su  liquidación  en  el  Depar¬ 
tamento  de  El  Paraíso.  Esta  pequeña  columna,  en  vez  de  ser 
liquidada,  sufrió  reiterados  ataques  del  ejército  de  Tosta  y  tuvo 
que  disolverse  y  refugiarse  en  territorio  nicaragüense  ante  la 
persecución  que  se  le  hacía.  • 

Se  dijo  al  principio  de  esta  EXPOSICION,  que  el 
General  Tiburcio  Carias  y  su  partido  político  son  los  responsa¬ 
bles  de  la  ruptura  del  orden  constitucional  de  Honduras  y  es 
esa  la  verdad  histórica,  a  que  para  concluir,  vamos  a  referirnos 
brevemente. 

Convocado  el  pueblo  hondurefio  por  la  Legislatura  de  1923 
para  la  elección  de  Autoridades  Supremas,  no  pudo  en  los 
comicios  de  Octubre  último  realizar  aquella  finalidad  constitu 
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cional,  por  razones  perfectamente  explicables.  Dos  corrientes 
políticas  bien  caracterizadas,  desde  nuestra  existencia  colonial, 
han  venido  disputándose  lá  dirección  de  los  asuntos  públicos 
en  Centro  América;  la  una  que  ama  la  libertad  y  el  progreso,  y 
la  otra  apegada  al  vasallaje  y  a  la  tradición.  De  la  primera  ha 
surgido  el  Partido  Libera^  que  en  Honduras  lo  constituye  la 
gran  mayoría  del  pueblo;  y  de  la  segunda  el  conservatismo, 
que  en  el  mismo  Honduras  durante  los  últimos  años,  se  ha  hecho 
llamar  Partido  Nacional,  primero  para  imponer  la  candidatura 
del  Doctor  Nazario  Soriano  y  últimamente  para  apoyar  la  del 
General  Tiburcio  Carlas. 

El  Partido  Liberal,  siendo  numéricamente  superior  a  su 
adversario,  pudo  vencerlo  y  rechazó  a  Soriano;  pero  en  el  torneo 
cívico  recien  pasado,  no  alcanzó  la  mayoría  absoluta  que  exige 
la  Constitución,  por  su  lamentable  fraccionamiento  en  tres  gru¬ 
pos  que  postularon  las  candidaturas  de  los  Dres.  Policarpo  Boni¬ 
lla,  Juan  Angel  Arias,  y  Vicente  Mejía  Colindres.  Descartada  la 
última  en  el  curso  de  la  lucha,  al  finalizar  ésta,  siempre  llegaron 
divididos  a  las  urnas  electorales,  y  si  bien  en  conjunto  registra¬ 
ron  mayor  número  de  votos  que  la  conservadora  del  General 
Carlas,  singularmente,  ninguna  de  las  que  se  disputaron  el 
triunfo,  obtuvo  la  mayoría  constitucional.  Como  consecuencia 
de  la  supremacía  liberal  en  nuestra  patria,  la  mayoría  popular, 
que  favoreció  a  los  dos  candidatos  liberales  se  reflejó  necesaria¬ 
mente  en  el  Congreso,  el  cual  estuvo  integrado  por  29  Dipu¬ 
tados  liberales  (20  aristas  y  9  policarpistas)  contra  13  de 
filiación  conservadora  o  cariísta. 

Este  último  bando,  seguro  de  no  haber  obtenido  mayoría 
absoluta  y  sabiendo  por  otra  parte,  que  no  la  obtendría  en  el 
Congreso,  se  preparó  anticipadamente  para  la  lucha  armada  y 
se  lanzó  a  la  guerra  contra  el  Gobierno  legalmente  constituido, 
para  conquistar  por  medio  de  la  fuerza  el  Poder  que  conforme 
a  la  ley  no  había  conquistado. 

Pudo  no  obstante,  el  Congreso  mantener  Ja  vida  institu¬ 
cional  del  País,  si  a  ello  no  se  hubiera  opuesto  el  candidato 
rebelde,  arrastrando  consigo  al  campo  de  la  revuelta  a  varios 
de  sus  Diputado*  contra  lo  cual  rompió  el  quorum  de  aquel 
Alto  Cuerpo  y  disolvió  el  Poder  Legislativo  de  la  Nación.  Sin 
este  proceder  inusitado,  que  bien  puede  calificarse  como  un 
crimen  de  lesa  patria,  el  régimen  constitucional  se  habría  man¬ 
tenido,  merced  al  patriotismo  de  los  Diputados  liberales, 
quienes  con  enaltecedora  cordura  resolvieron  elegir  un  Desig¬ 
nado,  para  que  legalmente  se  hiciera  cargo  del  Poder  Ejecutivo; 
pero  sus  elevados  propósitos  se  escollaron  ante  la  intransigencia 
partidarista  del  cariísmo,  que  no  aceptaba  otra  solución,  que 
no  fuera  la  entrega  del  Poder  a  su  caudillo. 
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Disuelto  el  Congreso  por  el  Gral.  Carlas  y  sus  partidarios, 
el  Gral.  don  Rafael  López  Gutiérrez,  en  cuyas  manos  habla 
puesto  el  pueblo  hondurefio  el  sagrado  depósito  de  sus  inte¬ 
reses,  no  encontrando  legalmente  a  quien  hacer  la  entrega, 
estimó  de  su  deber  conservarlo,  mientras  se  presentaba  a 
recibirlo  el  legítimo  representante  qqe  libremente  eligieran  sus 
conciudadanos.  En  esa  virtud  asumió  el  Gobierno  de  facto  el 
i°  de  Febrero  del  corriente  afio. 

El  Gral.  don  Gregorio  Ferrera,  Jefe  liberal  prestigiado,  que 
seguía  atentamente  el  curso  de  los  acontecimientos  políticos, 
no  creyendo  en  la  eficacia  del  paso  dado  por  el  Gral.  López 
Gutiérrez,  desconoció  a  éste  e  hizo  armas  contra  él. 

La  lucha  que  siguió  fué  sangrienta:  los  adversarios  del 
Gobierno  de  facto  se  unieron  en  el  campo  de  batalla  para  derro¬ 
carla,  aunque  con  tendencias  diversas,  pues  en  tanto  que  el 
Gral.  Carlas  peleaba  por  la  conquista  del  Poder  para  si,  el  Gral. 
Ferrera  pretendía  la  organización  de  un  Gobierno  que  emanara 
de  la  libre  voluntad  del  pueblo. 

Terminada  la  contienda  armada,  como  consecuencia  de  la 
gestión  amistosa  de  los  gobiernos  signatarios  del  Pacto  de 
Amapala,  los  Jefes  revolucionarios  continuaron  desde  sus  res¬ 
pectivos  puntos  de  vista,  tratando  de  alcanzar  los  fines  que 
habían  perseguido.  Elevad8  a  la  Presidencia  Provisional  el 
Gral.  Tosta,  hizo  causa  común  con  el  Gral.  Carlas,  su  Jefe 
espiritual,  se  echaron  abiertamente  sobre  el  Pacto  que  les 
dló  el  Poder  y  como  queda  dicho,  atentaron  contra  los  más 
vitales  derechos  del  ciudadano,  monopolizaron  el  manejo  de  los 
asuntos  públicos,  erigieron  su  extraviada  voluntad  en  ley  y 
encaminaron  todos  sus  pasos  hacia  la  definitiva  adquisición  del 
Poder. 

Frente  al  absolutismo,  la  arbitrariedad  y  el  crimen  que 
aquellos  han  convertido  en  sistema  de  gobierno,  el  General 
Ferrera,  desde  que  en  calidad  de  Ministro  de  la  Guerra  entró 
a  formar  parte  del  Gobierno  Provisional,  se  propuso  encauzar 
los  procedimientos  de  éste,  mediante  la  observancia  estricta  y 
honrada  del  Pacto  de  Amapala  y  la  aplicación  imparcial  y 
efectiva  de  las  leyes  generales  que  han  normado  el  desarrollo 
déla  vida  nacional.  Se  convirtió  en  protector *de  las  personas 
residentes  en  suelo  hondurefio  y  de  sus  propiedades,  y  gracias 
a  su  intervención  oportuna  y  humanitaria,  salvó  a  considerable 
número  de  ciudadanos  distinguidos,  que  de  otro  modo  habrían 
sido  víctimas  del  furor  de  las  turbas  cañistas,  convertidas  por 
desgracia  del  País  en  ejércitos  regulares,  para  mantener  annque 
transitoriamente,  la  Dictadura  del  General  Tosta. 

En  el  seno  pues  del  Gobierno  Provisional,  existieron  desde 
su  organización,  dos  tendencias  opuestas,  imposible  de  armo¬ 
nizarlas,  una  que  representa  la  minoría  encabezada  por  el 
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Dictador  Tosía  y  la  otra  que  la  constituye  la  mayoría  de  los 
hondurefios  dirigida  por  el  Gral.  Ferrera.  La  pugna  de  esas 
dos  tendencias,  hizo  estallar  la  guerra  actual.  ¿Quién  triun¬ 
fará?  Sin  duda  que  el  esfuerzo  popular  en  cuyas  filas  el 
liberalismo,  como  un  solo  hombre,  olvidando  pasados  resenti¬ 
mientos,  defiende  su  vida,^u  hogar  y  su  honor;  y  como  fuerza 
política  incontrarrestable,  brega  con  fe  por  el  restablecimiento 
de  la  Paz,  bajo  la  égida  de  un  régimen  de  orden,  de  probidad 
y  de  justicia. 

En  resumen:  el  actual  movimiento  revolucionario  hondu- 
refio  tiene  como  causas  fundamentales,  el  incumplimiento  del 
Pacto  de  Amapala;  la  abolición  absoluta  de  la  libertad  política 
y  el  aniquilamiento  completo  de  los  derechos  individuales. 

Fundado  en  las  consideraciones  que  anteceden,  el  Comité 
Directivo  de  la  emigración,  en  nombre  del  Partido  Liberal  de 
Honduras,  protesta  formalmente  contra  la  violación  incalifica¬ 
ble  del  Pacto  de  Amapala,  del  cual  se  constituyeron  garantes 
moralmente,  los  Gobiernos  de  Estados  Unidos  y  de  Centro 
América. 


El  Comité  ‘Directivo  de*  la  Emigración  Hondureña. 


Guatemala,  Septiembre  de  1924. 
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